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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón,              
el Juez Pagán Ocasio y la Juez Barresi Ramos 

 
Pagán Ocasio, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de diciembre de 2021. 

I. 

 El 16 de septiembre de 2021, el señor Juan Montes Ruiz 

(señor Montes Ruiz o el apelante) presentó una Apelación en la que 

solicitó que revoquemos la Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), el 17 de agosto 

de 2021.1 Mediante ésta, el TPI desestimó la demanda y ordenó el 

archivo del caso. En consecuencia, denegó la solicitud del recurso 

extraordinario de injunction del apelante.  

 En atención a la Apelación, emitimos una Resolución en la que 

concedimos a la Asociación Santa Teresita-Park Boulevard (la 

Asociación) y al Municipio de San Juan (el Municipio) (en conjunto, 

parte apelada) hasta el 18 de octubre de 2021 para presentar su 

alegato en oposición. 

 
1 Notificada a las partes el 17 de agosto de 2021.  Anejo 25 del apéndice de la 

Apelación, págs. 139-146. 
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 El 15 de octubre de 2021, el Municipio presentó su alegato en 

oposición. Por su parte, la Asociación presentó su alegato en 

oposición el 18 de octubre de 2021. Ambas partes solicitan que se 

confirme la Sentencia apelada, por ser conforme a derecho. 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

pormenorizaremos los hechos atinentes a la Apelación. 

II. 

 El 21 de julio de 2021, el señor Montes Ruiz presentó una 

Demanda [sobre] Injunction, Sentencia Declaratoria y Solicitud de 

Remedios contra la parte apelada.2 Alegó que era dueño de una 

propiedad ubicada en la Urb. Park Boulevard en el Municipio de San 

Juan desde hace más de veinte (20) años. Arguyó que, el 16 de 

marzo de 2021, el Municipio concedió a la Asociación un permiso de 

construcción para cerrar las calles de las Urbanizaciones Santa 

Teresita y Park Boulevard y para colocar un control de acceso. Dicho 

permiso fue expedido por la Oficina de Permisos del Municipio en 

atención a la Resolución Núm. 63 del 11 de junio de 1998 y a un 

endoso emitido por el Municipio en el año 2020, para el control de 

acceso en varias calles de la urbanización. 

Arguyó que la construcción del control de acceso ha 

dificultado significativamente la entrada y salida a su residencia y 

que la Oficina de Permisos del Municipio no consideró la cercanía 

de la construcción e instalación de vallas de concreto a su 

residencia. Por lo que, solicitó al TPI que decretara que la ubicación 

de la construcción del control de acceso le provocaría daños en 

violación al Artículo II, Sección 7, de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico. Art. II, Sec. 7, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. 

Además, solicitó que determinara que dicha construcción afectaría 

 
2 Anejo 1, íd., págs. 1-13. 
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el libre disfrute de su propiedad y pondría en riesgo la vida de éste, 

sus familiares y visitantes al limitar el acceso a su residencia.  

El apelante sostuvo que lo anterior cumplía con los cinco (5) 

requisitos para que procediese la expedición del injunction. Alegó que 

“[l]a inexistencia de otro remedio adecuado en ley para preservar y 

restituir la situación a lo que era antes de iniciar la construcción en 

dicho lugar, que no sea el “injunction” preliminar, […] es la mejor 

prueba que se cumple con el criterio de daño irreparable”. 

El señor Montes Ruiz adujo que no era su intención realizar 

un ataque colateral al cierre de las urbanizaciones, sino que su 

reclamo se circunscribía a solicitar que se detuviera la construcción 

de la instalación del control de acceso frente a su residencia, antes 

de que el peligro se tornara en uno real.  

 La vista de injunction preliminar ante el foro recurrido fue 

señalada para el 3 de agosto de 2021.3 La Asociación presentó una 

Moción Asumiendo Representación Legal y Solicitando Posposición de 

Vista4, en la que arguyó que la representación legal del apelante no 

tenía objeción a que se transfiriera la vista. Así las cosas, el TPI 

reseñaló la vista de injunction preliminar para el 17 de agosto de 

2021.5 

El 3 de agosto de 2021, el señor Montes Ruiz presentó una 

Moción para Remedio Provisional de Injunction Pendente Lite.6  Alegó 

que, dado a la posposición de la vista, entendía prudente solicitar 

como remedio provisional un injunction pendente lite. 

Por su parte, la Asociación presentó su Oposición a Remedio 

Provisional.7 Adujo que la solicitud del apelante carecía de mérito, 

pues éste no identificó el tipo de remedio que solicitaba. Alegó, 

además, que no constaba en autos que el Municipio hubiese sido 

 
3 Anejo 12, íd., págs. 46-47. 
4 Anejo 5, íd., págs. 17-18. 
5 Anejo 6, íd., pág.19. 
6 Anejo 7, íd., págs. 20-21 
7 Anejo 8, íd., págs. 22-33. 
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emplazado, por lo que no se había acreditado que el TPI tuviera 

jurisdicción sobre todas las partes. Argumentó que el apelante no 

cumplió con los requisitos reglamentarios para que proceda 

conceder la expedición del entredicho provisional. Sostuvo que la 

isleta ubicada frente a la propiedad del apelante fue construida allí 

desde hace más de veinte (20) años y los trabajos de construcción 

que se están realizando son para relocalizar la isleta más lejos de la 

propiedad del señor Montes Ruiz. Por tal razón, esgrimió que el daño 

no es irreparable, ni inmediato y, por el contrario, era inexistente. 

Además, arguyó que, en todo caso, la causa de acción se tornó 

académica. 

Asimismo, la Asociación alegó que los trabajos de 

construcción se basan en una autorización del Municipio 

relacionada a un Permiso de Construcción y Permiso de Excavación, 

expedidos hace meses, los cuales advinieron finales y firmes. 

Sostuvo que el apelante nunca intervino ni solicitó oportunamente 

revisión judicial de los mismos y ahora procuraba atacar 

colateralmente dichos permisos mediante su solicitud de injunction. 

Adujo que el señor Montes Ruiz incurrió en incuria y laches, debido 

a su falta de diligencia y de buena fe. En vista de ello, solicitó al TPI 

la desestimación con perjuicio de la solicitud de remedio provisional. 

Tras varios trámites procesales, la Asociación presentó una 

Moción de Desestimación.8 En ésta, reiteró las alegaciones 

contenidas en su Oposición a Remedio Provisional y arguyó que 

procedía la desestimación de la demanda, toda vez que la misma 

carecía de méritos. Esgrimió que el apelante conocía los trabajos de 

construcción realizados frente a su residencia e intercambió 

comunicaciones con los oficiales de la Asociación desde el mes de 

marzo de 2021. Señaló que, a pesar de ello, el apelante se quedó 

 
8 Anejo 18, íd., págs. 91-101. 
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cruzado de brazos, no solicitó intervención en la etapa 

administrativa, ni la revisión judicial ante el Tribunal de 

Apelaciones. En vista de lo anterior, arguyó que la solicitud era 

tardía. A su vez, adujo que se trataba de una Demanda plagada de 

alegaciones conclusorias y/o concluyentes. 

Además, la Asociación señaló que la existencia de unas vallas 

de concreto constituía una inconveniencia temporera, pues las 

mismas fueron colocadas para los trabajos de construcción y luego 

serían removidas. Por otro lado, sostuvo que la alegación de que la 

entrada y salida a su residencia se afectaría por una posible hilera 

de automóviles era conclusoria y no está basada en ningún hecho. 

El TPI dictó una Orden, mediante la cual resolvió que el 

apelante debía estar preparado para exponer su posición en cuanto 

a la Moción de Desestimación durante la vista señalada.9  

Finalmente, la vista de interdicto preliminar fue celebrada el 

17 de agosto de 2021. Escuchados los argumentos de las partes, el 

TPI resolvió que procedía la desestimación del caso.10 A esos efectos, 

dictó sentencia el 17 de agosto de 2021. Resolvió que el apelante 

tuvo disponible unos remedios adecuados en ley para atender sus 

reclamos y los recursos de injunction y sentencia declaratoria no 

eran los apropiados para impugnar de manera colateral un permiso 

de construcción que es final y que no fue impugnado oportunamente 

por el señor Montes Ruiz. Concluyó que el injunction no era el 

vehículo procesal adecuado para remplazar los procedimientos 

administrativos que pudieran incoarse ante el Municipio o la Oficina 

de Gerencia de Permisos, así como la revisión subsiguiente en los 

tribunales.  

Inconforme, el apelante presentó el recurso ante nos e imputó 

al TPI los siguientes errores: 

 
9 Anejo 20, íd., pág. 103. 

10 Anejo 24, íd., págs. 135-138. 
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A. Erró el Honorable TPI al Desestimar la Demanda de 
Sentencia Declaratoria Injunction Preliminar y 
Permanente presentada por el Apelante, al acoger la 
Solicitud de Desestimación por la Asociación y considerar 
que en este caso no es de aplicación el injunction 
tradicional. 
 

B. Erró el Honorable TPI al negar la intervención judicial y 
desestimar toda la acción del Apelante, al fundamentar 
su determinación de que carecía de jurisdicción por no 
agotarse los remedios administrativos. 

 

En su alegato, el Municipio alegó que los remedios de 

sentencia declaratoria e injunction no eran el mecanismo adecuado 

para revocar o modificar colateralmente un permiso de construcción 

y no procedía sustituir el procedimiento de reconsideración y 

revisión judicial relacionados a los permisos de construcción y usos 

emitidos por virtud de la Ley Núm. 161-2009.11 Además, sostuvo 

que el apelante pudo haber presentado un injunction estatutario 

siempre y cuando la causa de acción fuera una de las enumeradas 

en el Art. 14.1 de la Ley Núm. 161-2009.12 Por lo que, solicitó que 

confirmemos la Sentencia apelada. 

Por su parte, la Asociación arguyó que el daño que alegaba el 

apelante era inexistente y los permisos concedidos por el Municipio 

eran finales y firmes. Sostuvo, además, que el apelante no actuó de 

buena fe, pues admitió que residía allí hace más de veinte (20) años 

y, por lo tanto, conocía de la construcción del acceso controlado. 

Adujo que, contrario a lo alegado por el apelante, la construcción 

que se estaba llevando a cabo provocaría mejorar el espacio de 

entrada a la residencia del señor Montes Ruiz, toda vez que la isleta 

existente se estaba reubicando a mayor distancia de la residencia 

de éste. Esgrimió que el apelante decidió no intervenir en los 

procesos administrativos ni impugnó los permisos ante el Tribunal 

de Apelaciones oportunamente. Por lo que, la sentencia debía ser 

confirmada.  

 
11Conocida como la “Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico”, 

según enmendada, 23 LPRA sec. 9011 et seq. 
12 23 LPRA sec. 9024 
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En vista de los errores imputados al TPI y de los argumentos 

de las partes, pormenorizaremos las normas jurídicas, máximas y 

doctrinas aplicables a la apelación. 

III. 

A. 

La Regla 57 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 

57 y el Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 3521 et seq. 

regulan el recurso extraordinario del injunction en nuestro 

ordenamiento. En particular, la Regla 57 de las de Procedimiento 

Civil, supra, establece la existencia de tres modalidades de 

injunction, a saber: (a) el entredicho provisional, (b) el injunction 

preliminar y (c) el injunction permanente. 

 La Regla 57.3 de Procedimiento Civil, supra, R. 57.3, prescribe 

que para expedir una orden de entredicho provisional o injunction 

preliminar, el Tribunal deberá considerar los siguientes criterios: (a) 

la naturaleza del daño a que está expuesto la parte peticionaria; (b) 

la irreparabilidad del daño o la inexistencia de un remedio adecuado 

en ley; (c) la probabilidad de que la parte promovente prevalezca; (d) 

la probabilidad de que la causa se torne académica; (e) el impacto 

sobre el interés público del remedio que se solicita; y (f) la diligencia 

y buena fe con que ha obrado la parte peticionario. Véase, además: 

Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., 142 DPR 656, 679-680 (1997). 

 En Puerto Rico, el interdicto es el instrumento más eficaz para 

vindicar los derechos protegidos por nuestra Constitución. Pedraza 

Rivera v. Collazo Collazo, 108 DPR 272, 276 (1979). Este remedio 

provisional se emite en cualquier momento de un pleito, después de 

celebrada una vista en la que las partes hayan presentado prueba 

en apoyo y en oposición de tal solicitud. Mun. De Ponce v. 

Gobernador, 136 DPR 776, 784 (1994). Su propósito fundamental 

es mantener el status quo, hasta tanto se celebre un juicio en los 

méritos para adjudicar la controversia en cuestión. Asoc. Vec. Villa 
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Caparra v. Asoc. Fom. Educativo, 173 DPR 304, 316 (2008). Con 

la expedición de una orden de injunction preliminar, sea para 

requerir o prohibir un acto, se evita que la conducta del demandado 

produzca una situación que pueda convertir en académica los 

reclamos del demandante y, por ende, la sentencia que en su día se 

dicte. Íd. 

 El recurso de injunction es de carácter discrecional. El peso de 

la prueba recaerá sobre la parte promovente, quien tendrá la 

obligación de demostrar al tribunal la ausencia de un remedio 

adecuado en ley, que es aquel que puede ser otorgado en una acción 

de daños, una criminal o cualquier otra disponible. Pérez Vda. 

Muñiz v. Criado, 151 DPR 355, 373 (2000). “Mientras exista algún 

remedio eficaz, completo y adecuado en ley, no se considera el daño 

como irreparable”. Íd., pág. 372. La parte promovente del injunction 

deberá “demostrar que de no concederse este antes de adjudicarse 

el caso en sus méritos, sufriría daño irreparable”, Misión Ind. P.R. 

v. J.P. y A.A.A., supra, pág. 682. 

 El concepto del “daño irreparable” en el contexto del remedio 

en equidad de injunction se refiere a “aquel que no puede ser 

adecuadamente satisfecho mediante la utilización de los remedios 

legales disponibles […], o a aquel que no puede ser apreciado con 

certeza ni debidamente compensado por cualquier |indemnización 

que pudiera recobrarse en un pleito en ley”. Misión Ind. P.R. v. J.P. 

y A.A.A., supra, pág. 681. 

 Por su parte, el Artículo 678 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, según enmendado por el Artículo 3 de la Ley Núm. 1 de 25 de 

febrero de 1946, 32 LPRA sec. 3524, establece que el tribunal no 

podrá otorgar un injunction ni una orden de entredicho: 

[…] (3) Para impedir la aplicación u observancia de cualquier 
ley de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, o el 
cumplimiento de cualquier actuación autorizada por ley de 
la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, de un funcionario 
público, de una corporación pública, o de cualquier 
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empleado de dicha corporación o agencia, a menos que se 
hubiere determinado por sentencia final, firme, inapelable e 
irrevisable que dicha ley o actuación autorizada por ley es 
inconstitucional o inválida […] 
 

B. 
 

La Regla 59 de las de Procedimiento Civil, supra, R. 59, 

dispone que la sentencia declaratoria es el mecanismo adecuado 

para aclarar la incertidumbre jurídica de alguna parte. Además, este 

mecanismo permite declarar los derechos, estados y otras relaciones 

jurídicas, aunque existan otros remedios disponibles. Mun. Fajardo 

v. Srio. Justicia, et al., 187 DPR 245, 254 (2012). Asimismo, la 

sentencia declaratoria podrá “ser en su forma y efectos, afirmativa o 

negativa, y tendrá la eficacia y el vigor de las sentencias o 

resoluciones definitivas”. Regla 59.1 de Procedimiento Civil, supra, 

R. 59.1. Esta goza de idéntica trascendencia que las demás 

sentencias emitidas por los Tribunales. 

Con relación al fin que persigue la sentencia declaratoria, el 

tratadista Rafael Hernández Colón nos explica que:    

La sentencia declaratoria es aquella que se dicta en 
un proceso en el cual los hechos alegados demuestran que 
existe una controversia sustancial entre las partes que 
tienen intereses legales adversos, sin que medie lesión 
previa de los mismos con el propósito de disipar la 
incertidumbre jurídica y contribuir a la paz social. R. 
Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho 
Procesal Civil, 6ta ed., San Juan, LexisNexis, 2017, sec. 
6001, pág. 623.  

 
Por otra parte, el Tribunal Supremo ha expresado que la 

sentencia declaratoria es “un mecanismo remedial y profiláctico que 

permite anticipar la dilucidación de los méritos de cualquier 

reclamación ante los tribunales, siempre y cuando exista un peligro 

potencial contra el promovente”. Beltrán Cintrón et al. v. ELA et 

al., 204 DPR 89, 109 (2020); Senado de PR v. ELA, 203 DPR 62, 

71 (2019); Sánchez v. Secretario de Justicia, 157 DPR 360, 383-

384 (2002).  

Las personas facultadas para solicitar una sentencia 

declaratoria son aquellas cuyos derechos, estados u otras relaciones 
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jurídicas quedarán afectados por un estatuto. Regla 59.2 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 59.2; Mun. Fajardo v. Srio. Justicia, 

et al., supra, págs. 254-255. El solicitante debe tener legitimación 

activa para así proceder y queda sujeto al cumplimiento de los 

criterios de la doctrina. Entre estos, debe demostrar que “ha sufrido 

un daño claro y palpable; que el daño es real, inmediato y preciso, y 

no uno abstracto e hipotético; que existe conexión entre el daño 

sufrido y la causa de acción ejercitada; y que la causa de acción 

surge bajo el palio de la Constitución o de una ley”. Íd.; Romero 

Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460, 475 (2006). Además, se exige que 

la controversia sea justiciable, por lo que no puede ser abstracta, 

teórica, remota, académica o especulativa. Moscoso v. Rivera, 76 

DPR 481, 492-493 (1954). 

Ahora bien, “la sentencia declaratoria no puede ser utilizada 

cuando el legislador ha desarrollado un procedimiento 

administrativo específico para atender el asunto o controversia”. 

Beltrán Cintrón et al. v. ELA et al., supra, pág. 109. Citando al 

profesor Demetrio Fernández Quiñones, el Tribunal Supremo 

resolvió que:  

La sentencia declaratoria es improcedente en todo 
caso en que exista un procedimiento administrativo 
específico. Dos razones existen para solicitar la 
desestimación del recurso de sentencia declaratoria en el 
contexto del procedimiento administrativo. Primero, la falta 
de jurisdicción porque el legislador ha especificado un 
procedimiento de forma terminante y exclusivo. Segundo, la 
posibilidad de que no se hayan agotado los remedios 
administrativos. Íd.; D. Fernández Quiñones, Derecho 
Administrativo y Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme, 3ra ed. Bogotá, Ed. Forum, 2013 págs. 747-748. 
Íd., pág. 109-110. 

IV. 

 

 En el caso de marras, nos corresponde resolver si el TPI erró 

al desestimar la demanda de sentencia declaratoria e injunction 

incoada por el apelante contra la parte apelada. Además, nos 

corresponde resolver si el foro sentenciador carecía de jurisdicción 

para intervenir en el caso. 
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 Según pormenorizamos, la Regla 57.3 de las de Procedimiento 

Civil, supra, R. 57.3, establece los criterios que el tribunal deberá 

considerar para determinar si procede expedir un injunction 

preliminar. Entre estos, el tribunal debe considerar si existe algún 

remedio adecuado en ley para atender el asunto en controversia. A 

tenor con ello, el Artículo 678 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

supra, establece que el tribunal no puede expedir un injunction para 

impedir actuaciones autorizadas por ley. Por otro lado, como 

mencionamos, la sentencia declaratoria es improcedente en casos 

en los que exista un procedimiento administrativo adecuado. 

 En el caso que nos ocupa, la construcción del control de 

acceso se está llevando a cabo por virtud de los permisos emitidos 

por el Municipio, los cuales advinieron finales y firmes. Por lo que 

son válidos. En la demanda, el apelante admitió que ha residido por 

más de veinte (20) años frente al lugar de construcción. Sin 

embargo, no impugnó dichos permisos durante el proceso 

administrativo. Tampoco solicitó, oportunamente, la revisión 

judicial de los mismos ante este Tribunal de Apelaciones. 

Ciertamente, el apelante tenía otros remedios adecuados en ley para 

impugnar la concesión de los permisos de construcción 

(relocalización de casetas) del acceso controlado ante el Municipio. 

En consecuencia, la solicitud de sentencia declaratoria e injunction 

no puede sustituir los mecanismos que provee nuestro 

ordenamiento jurídico para atender su reclamo, ni constituyen el 

vehículo adecuado en ley para ello.  

 Además, enfatizamos el hecho de que el apelante ha residido 

en la propiedad por más de veinte (20) años. Resulta palmario que 

éste tenía conocimiento de la construcción desde sus inicios y optó 

por esperar más de tres meses, contados a partir de marzo de 2021, 

para impugnar la ubicación de la construcción (relocalización de 

caseta) mediante la solicitud de sentencia declaratoria e injunction 
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que nos ocupa. En ese extremo, su solicitud, además de no ser el 

vehículo adecuado en ley, es tardía. 

 Aunque el apelante alegó que su reclamo no es impugnar los 

permisos concedidos por el Municipio, sino la ubicación de la 

construcción frente a su residencia, el efecto práctico que tendría el 

conceder el injunction sería modificar o revocar los permisos 

expedidos por el Municipio, los cuales son finales y firmes mediante 

el recurso extraordinario del injunction. Ello es improcedente. En 

vista de lo anterior, el TPI no cometió los errores imputados. El foro 

de primera instancia actuó correctamente al determinar que 

procedía la desestimación de la demanda. 

V. 
 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la sentencia 

apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

  

 


